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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

P O N E N C I A S
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por medio de la cual se aprueba el “Convenio sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en 
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Bogotá D.C.,  01 de septiembre de 2026 

  

Doctor 

WLADIMIR  GÓMEZ BECERRA  
Secretario General 

Comisión Segunda Constitucional Permanente 

SENADO DE LA REPÚBLICA 

E-Mail: comisión.segunda@senado.gov.co 

  

Referencia:     Informe de ponencia para primer debate del Proyecto 

de Ley 081 de 2026 Senado, “Por medio de la cual se 

aprueba el “Convenio sobre el marco promocional 

para la seguridad y salud en el trabajo, 2006 (núm. 

187)” Adoptado en la 95ª reunión de la Conferencia 

Internacional del Trabajo, el 15 de junio de 2006, en 

Ginebra, Suiza”. 

Respetado señor secretario, 

  

En cumplimiento de la designación hecha por la Mesa Directiva de la Comisión Segunda 

Constitucional Permanente del Senado de la República y de acuerdo con las disposiciones contenidas 

en la ley 5 de 1992 -Reglamento Interno del Congreso, me permitimos rendir informe de ponencia para 

primer debate del Proyecto de Ley N.º 081 de 2026 Senado, “Por medio de la cual se aprueba el 

“Convenio sobre el marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo, 2006 (núm. 187)” 

Adoptado en la 95ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, el 15 de junio de 2006, en 

Ginebra, Suiza.  

  

Atentamente, 

  

  

  

ALEJANDRA OMAÑA ORTÍZ 

Senadora de la República 

Pacto Histórico 

 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 

 

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 

 

Proyecto de ley 081 de 2026 Senado “Por medio de la cual se aprueba el “Convenio sobre el 

marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo, 2006 (núm. 187)” Adoptado en la 95ª 

reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, el 15 de junio de 2006, en Ginebra, Suiza.  

 

I. TRÁMITE DEL PROYECTO DE LEY 
 

El proyecto de ley 081 de 2026 es de autoría del gobierno nacional a través de la Ministra de 

relaciones exteriores, Rosa Yolanda Villavicencio Mapy y el Ministro De Trabajo, Antonio Sanguino 

Paéz, esta iniciativa legislativa fue radicada en la Secretaría General del Senado de la República el 28 

de julio de 2026, y publicada en la gaceta del congreso no. 987 de 2026 senado. 

  

El 13 de agosto de 2026, la Mesa Directiva de la Comisión Segunda Constitucional Permanente del 

Senado de la República me designó a través del oficio CSE-CS-0313-2026 como ponente para el 

primer debate. 

 

 

II. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY 

  

Esta iniciativa legislativa tiene por objeto aprobar el “Convenio sobre el marco promocional para la 

seguridad y salud en el trabajo, 2006 (núm. 187)” Adoptado en la 95ª reunión de la Conferencia 

Internacional del Trabajo, el 15 de junio de 2006, en Ginebra, Suiza.  

 

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO DE LEY   

 

El proyecto de Ley No. 081 de 2026 Senado se acompaña del texto completo e íntegro del “Convenio 

sobre el marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo, 2006 (núm. 187)” Adoptado en la 

95ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, el 15 de junio de 2006, en Ginebra, Suiza.  y 

consta de tres (3) artículos, así: 

  

El artículo primero aprueba el “Convenio sobre el marco promocional para la seguridad y salud en el 

trabajo, 2006 (núm. 187)” Adoptado en la 95ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, el 15 

de junio de 2006, en Ginebra, Suiza.  

  

El artículo segundo dispone que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de la ley 7 de 1944, 

el “Convenio sobre el marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo, 2006 (núm. 187)” 

Adoptado en la 95ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, el 15 de junio de 2006, en 

Ginebra, Suiza, aprobada por el artículo primero de esta ley, obligará a la República de Colombia a 

partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto de la misma. 

 
 
 
 
 
 

 

  

El artículo tercero prevé que esta Ley rige a partir de la fecha de su publicación. 

 

3.1 CONTENIDO DEL INSTRUMENTO 

 

El Convenio se compone de un preámbulo y catorce (14) artículos de la siguiente manera: 

 

● Preámbulo 

El Preámbulo expone las razones que motivaron su adopción por la Conferencia General de la 

OIT, convocada en su nonagésima quinta reunión (31 de mayo 2006), reconociendo la 

magnitud mundial de las lesiones, enfermedades y muertes ocasionadas por el trabajo y la 

necesidad de intensificar las acciones encaminadas a la promoción de la salud y la prevención 

de los riesgos laborales en el mundo del trabajo constituye uno de los objetivos fundamentales 

de la OIT conforme a su Constitución y destaca el impacto negativo de tales contingencias 

sobre la productividad y el desarrollo económico y social.  

 

Asimismo, toma nota de la Declaración de Filadelfia de la Declaración de la OIT relativa a los 

principios y derechos fundamentales en el trabajo (1968) del Convenio No. 155 y la 

Recomendación No. 164, así como de otros instrumentos pertinentes en la materia. Subraya la 

importancia de promover una cultura nacional de prevención en seguridad y salud en el 

trabajo, en coherencia con el programa de trabajo decente y con las conclusiones adoptadas 

por la Conferencia Internacional del Trabajo en su 91° reunión (2003). Finalmente, decide 

adoptar un convenio internacional destinado a establecer un marco promocional para la mejora 

continua de la seguridad y salud en el trabajo.  

 

● Artículo 1° 

 

Establece las definiciones fundamentales para la interpretación del Convenio, precisando los 

conceptos de:  

✔ Política nacional, entendida como la política sobre seguridad y salud en el trabajo y el 

medio ambiente laboral elaborada conforme al artículo 4 del Convenio No.155. 

✔ Sistema nacional de seguridad y salud en el trabajo referido a la infraestructura 

institucional que sirve de marco para la aplicación de la política y los programas 

nacionales.  

✔ Programa nacional de seguridad y salud en el trabajo, consiste en el conjunto de 

objetivos, prioridades y medios de acción definidos para mejorar progresivamente las 

condiciones de seguridad y salud.  
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✔ Cultura nacional de prevención, concebida como aquella en la que se respeta el 

derecho a un entorno laboral seguro y saludable, con participación activa del gobierno, 

empleadores y trabajadores, y prioridad al principio de prevención. 

 

● Artículo 2°  

Define el objetivo central del Convenio, consistente en promover la mejora continua de la seguridad y 

salud en el trabajo, con miras a prevenir lesiones, enfermedades y muertes ocasionadas por el trabajo. 

 

Para ello, los Estados que lo ratifiquen deberán desarrollar, en consulta con las organizaciones más 

representativas de empleadores y trabajadores, una política nacional, un sistema nacional y un 

programa nacional en la materia. Asimismo, deberán adoptar medidas activas para lograr 

progresivamente un entorno laboral  seguro y examinar periódicamente la posibilidad de ratificar otros 

convenios pertinentes de la OIT en seguridad y salud en el trabajo. 
 

● Artículo 3° 

Dispone que en todo Estado Parte deberá promover un ambiente de trabajo seguro y saludable 

mediante la formulación de una política nacional. Esta deberá impulsar el derecho de los trabajadores 

a un entorno seguro y, de conformidad con las condiciones y práctica nacionales, incorporar principios 

como la evaluación de riesgos, la prevención en su origen y el desarrollo de una cultura nacional de 

prevención basada en la información, la consulta y la formación.  

 

● Artículo 4° 

Establece la obligación de crear, mantener, desarrollar y revisar periódicamente un sistema nacional de 

seguridad y salud en el trabajo, en consulta tripartita. 

El sistema deberá incluir, entre otros elementos:  

- Legislación y, cuando corresponda, convenios colectivos; 

- Autoridades competentes en la materia; 

- Mecanismos de inspección y control del cumplimiento normativo; 

- Espacios de cooperación en el ámbito empresarial 

 

Asimismo, podrá comprender órganos consultivos tripartitos, servicios de información y formación, 

servicios de salud en el trabajo, investigación, mecanismos de recopilación de datos sobre accidentes 

y enfermedades profesionales, coordinación con regímenes de seguridad social y medidas de apoyo a 

micro, pequeñas y medianas empresas y a la economía informal.  

 

● Artículo 5°  

Dispone que cada Estado deberá elaborar, aplicar, supervisar y revisar periódicamente un programa 

nacional de seguridad y salud en el trabajo, en consulta con empleadores y trabajadores. 
 

 
 
 
 
 
 

 

El programa deberá promover una cultura de prevención, contribuir a la eliminación o reducción de 

riesgos laborales, basarse en un análisis de la situación nacional, establecer objetivos e indicadores de 

progreso y articularse, cuando sea posible, con otros planes nacionales complementarios.  Además, 

deberá difundirse ampliamente y con el respaldo de las más altas autoridades nacionales.  

 

● Artículo 6° 

Precisa que el presente Convenio no constituye una revisión de ninguno de los convenios o 

recomendaciones internacionales del trabajo.  

 

● Artículo 7° 

Indica que el Depositario del Convenio será el Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 

 

● Artículo 8° 

Establece que el Convenio obliga únicamente a los Miembro de la Organización Internacional del 

Trabajo que registren su ratificación ante el Depositario, indicando que el Convenio entrará en vigor 

internacional doce (12) meses después de registrar dos (2) ratificaciones por parte de los Miembros, y 

que entrará en vigor, para cada Miembro, doce (12) meses después de la fecha de registro de su 

ratificación.  

 

● Artículo 9° 

Establece que todo Miembro que haya ratificado el Convenio podrá denunciarlo al término de un 

periodo de diez (10) años contados desde la fecha en que entró inicialmente en vigencia, mediante un 

acta comunicada al Depositario. La denuncia surtirá efecto un (1) año después de la fecha de su 

registro.  

 

Si el Miembro no ejerce el derecho fundamental dentro del año siguiente a la expiración de dicho 

periodo de diez años, quedará automáticamente obligado por un nuevo periodo de diez años. En 

adelante, podrá denunciar el Convenio únicamente durante el primer año de cada nuevo periodo 

decenal, en las mismas condiciones.  

 

● Artículo 10° 

Establece las funciones del Depositario, las cuales incluyen: 

● Notificar a todos los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de todas 

las ratificaciones y denuncias que le sean comunicadas por los Estados Miembros. 

● Informar expresamente a los Miembros, al momento de notificar el registro de la segunda 

ratificación, la fecha en la que entrará en vigor el Convenio.  

 

 

 

 

 
 
 
 
 
 

 

● Artículo 11° 

Indica la obligación del Depositario de comunicar al Secretario General de las Naciones Unidas, para 

su registro de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información 

completa sobre todas las ratificaciones y denuncias que haya registrado. 

 

● Artículo 12° 

Establece que cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina 

Internacional del trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio.  

 

● Artículo 13° 

Indica que en caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que revise el presente, y salvo 

que aquél disponga lo contrario: 

● la ratificación del nuevo convenio revisor por un Miembro implicará, ipso jure, la denuncia 

inmediata del presente Convenio, siempre que el convenio revisor haya entrado en vigor; y  

● Desde la entrada en vigor del nuevo convenio revisor, el presente Convenio dejará de estar 

abierto a nuevas ratificaciones. 

 

● Artículo 14° 

Expresa que las versiones en idiomas inglés, francés y español son igualmente auténticas. 

 

IV. CONSIDERACIONES LEGALES Y CONSTITUCIONALES 

 

4.1 SOBRE EL CONVENIO  

El proceso de negociación, suscripción y aprobación de tratados y convenios en Colombia ha seguido 

estrictamente los lineamientos establecidos en la Constitución Política, en particular, el numeral 2 del 

artículo 189 superior que le otorga al Gobierno nacional la competencia para negociar y ratificar 

tratados y convenios internacionales, función que recae en el presidente de la República, quien actúa 

como jefe de Estado, jefe de gobierno y suprema autoridad administrativa. Según esta disposición, el 

presidente tiene la facultad de “celebrar con otros Estados y entidades de derecho internacional 

tratados o convenios que se someterán a la aprobación del Congreso”
1
. Asimismo, con la radicación 

del proyecto de ley ante el Congreso de la República por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores 

y el Ministerio de Trabajo, se da cumplimiento al numeral 20 del artículo 142 de la ley 5 de 1992 que 

establece que es iniciativa privativa del gobierno dictar “leyes aprobatorias de los Tratados o 

Convenios que el Gobierno celebre con otros Estados o con entidades de derecho internacional”
2
. 

 

2
 Congreso de la República de Colombia. (1992). Ley 5 de 1992 (junio 17), por la cual se expide el Reglamento del Congreso; el Senado y la 

Cámara de Representantes. Diario Oficial No. 40.483, 18 de junio de 1992. 

1
 Corte Constitucional de Colombia. (2019). Sentencia C-252/19: Control de constitucionalidad del Acuerdo entre el Gobierno de la República de 

Colombia y el Gobierno de la República Francesa sobre el Fomento y Protección Recíprocos de Inversiones, suscrito en la ciudad de Bogotá, el 

10 de julio de 2014, y de la Ley 1840 de 12 de julio de 2017, por medio de la cual se aprobó este tratado internacional. Magistrado ponente: 

Carlos Bernal Pulido. Expediente No. LAT-445. 

 
 
 
 
 
 

 

De conformidad con lo dispuesto en el ordenamiento jurídico, en especial, lo previsto en el numeral 16 

del artículo 150 de la Constitución, el Congreso de la República tiene la facultad de aprobar o improbar 

los tratados y convenios que el gobierno suscribe con otros Estados o entidades de Derecho 

Internacional. Para ello, de acuerdo con lo pautado en el artículo 204 de la ley 5 de 1992, los proyectos 

de ley que busquen la aprobación de estos instrumentos internacionales deben seguir el trámite 

legislativo ordinario. Asimismo, tal como lo dispone el artículo 2 de la ley 3 de 1992, el estudio y 

discusión de estos proyectos corresponde, en primera instancia, a las Comisiones Segundas 

Constitucionales del Congreso de la República, según lo establecido en el artículo 154 de la 

Constitución Política, que señala que los proyectos de ley relacionados con relaciones internacionales 

deben comenzar su trámite en el Senado de la República. 

 

El proyecto de ley se da cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 2 y 3 del Convenio 144 sobre 

consultas tripartitas relativas a las normas internacionales del trabajo adoptado en 1976 y ratificado por 

Colombia dicho instrumento establece que:  

 

Todo miembro de la Organización Internacional del Trabajo que ratifica el presente convenio se 

compromete a poner en práctica procedimientos que aseguren consultas efectivas entre los 

representantes del gobierno como de los empleadores y de los trabajadores.  

 

En observancia de esta obligación, y con la participación de representantes del gobierno, de los 

empleadores y de los trabajadores, se llevó a cabo un taller internacional tripartito de alto nivel en el 

marco de la subcomisión de asuntos internacionales los días 13 y 15 de febrero del 2023.  

 

Como resultado de dicho ejercicio, se destacó la recomendación dirigida al gobierno Nacional de incluir 

en el orden del día de la comisión permanente de concertación de política salariales y laborales del 

Ministerio del trabajo la posible ratificación del convenio sobre la seguridad social (norma mínima) 

1952 (N° 102). 

 

La ratificación e implementación del Convenio sobre el marco promocional para la seguridad y salud 

en el trabajo resulta altamente conveniente para el Estado colombiano por diversas razones de orden 

jurídico social y económico.  

 

En primer lugar, el instrumento promueve el desarrollo de una cultura Nacional de prevención en 

materia de seguridad y salud en el trabajo, basada en la adopción de políticas, sistemas y programas 

orientados a la mejora continua de las condiciones laborales.  

 

En segundo lugar, contribuye de manera efectiva a la protección de los trabajadores, mediante la 

eliminación de los peligros y riesgos derivados del trabajo o su reducción al mínimo, en la medida que 

ellos sea razonable y factible, conforme a las condiciones prácticas nacionales.  
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De esta forma la ratificación del convenio fortalece el cumplimiento de la obligación del estado de 

respetar, promover y hacer realidad el derecho fundamental a un medio ambiente trabajo seguro y 

saludable, consolidando un enfoque preventivo y estructural en esta materia. 

 

Por tanto, la iniciativa legislativa de aprobar el “Convenio sobre el marco promocional para la seguridad 

y salud en el trabajo, 2006 (núm. 187)” Adoptado en la 95ª reunión de la Conferencia Internacional del 

Trabajo, el 15 de junio de 2006, en Ginebra, Suiza es compatible con el ordenamiento jurídico 

colombiano. 

 

4.2  CONSIDERACIONES SOBRE EL CONTENIDO DEL CONVENIO 

 

En Colombia, el derecho a la seguridad social tiene reconocimiento constitucional expreso y ha sido 

desarrollado ampliamente por la jurisprudencia de la Corte Constitucional como un derecho 

fundamental autónomo
3
, en estrecha relación con los artículos 13, 25, 48, 53 y 93 de la Constitución 

Política. Este derecho constituye un pilar esencial del Estado Social de Derecho, en la medida en que 

permite a las personas afrontar dignamente las contingencias que afectan su capacidad laboral y sus 

condiciones.de subsistencia, tales como la enfermedad, la invalidez, la vejez, los riesgos laborales o la. 

muerte del proveedor económico. En este sentido, la seguridad social no solo protege frente a riesgos 

derivados del trabajo, sino que también garantiza condiciones materiales mínimas para el ejercicio 

efectivo del derecho al trabajo en condiciones dignas y justas. 

 

Desde una perspectiva conceptual, la seguridad social puede entenderse cómo el conjunto de medidas 

institucionales orientadas a brindar progresivamente a las personas y a sus familias garantías frente a 

los riesgos sociales que puedan afectar su capacidad de generar ingresos y asegurar una vida acorde 

con la dignidad humana. En armonía con el artículo 53 superior, su garantía constituye uno de los 

principios mínimos fundamentales que rigen las relaciones laborales. Asimismo, su alcance se 

encuentra reforzado por el bloque de constitucionalidad (art. 93 C.P.), a la luz de instrumentos 

internacionales que reconocen este derecho, tales como la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre, el Protocolo de San Salvador y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, cuyo artículo 9 consagra el derecho ala seguridad social y cuya interpretación ha 

sido desarrollada pOR el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su Observación 

General No. 19.  

 

En desarrollo de este mandato, la Ley 100 de 1993 consolidó el Sistema de Seguridad Social Integral 

(SSS), estructurándolo como un conjunto articulado de normas, procedimientos y entidades destinadas 

a garantizar la cobertura de contingencias presentes y futuras. Dicho sistema comprende el Sistema 

General de Pensiones, el Sistema General de Seguridad Social en Salud, el Sistema General de 

Riesgos Laborales y los servicios sociales complementarios, los cuales operan de manera coordinada 

para asegurar la protección de la población frente a eventos que puedan comprometer su estabilidad 

3 Corte Constitucional. Sentencia T-327 de 2017, M.P. Iván Humbérto Escrucería Mayolo.  
 
 
 
 
 
 

 

económica y su bienestar. En este marco, los empleadores asumen, conforme al diseño legal vigente, 

una carga contributiva significativa destinada a financiar estos subsistemas, lo que refleja la dimensión 

solidaria y estructural del derecho a la seguridad social en el ordenamiento colombiano. Los accidentes 

de trabajo y las enfermedades laborales generan un impacto directo y significativo en la economía 

mundial, afectando el producto interno bruto global, ocasionando cuantiosas pérdidas económicas a 

las empresas y produciendo un sufrimiento humano incalculable, para las víctimas y sus familias. Así 

lo señaló la QIT para los, Países Andinos en su informe de 2023, "La seguridad y salud en el trabajo 

en Colombia. Una mirada desde los convenios internacionales del trabajo no ratificados", al indicar:  

"Los accidentes del trabajo y las enfermedades laborales impactan en la 

pérdida del 5,4% del producto interior bruto mundial anual, sin olvidar las 

importantes - pérdidas económicas que ocasionan para las empresas y el 

sufrimiento humano -imposible de medir- para las víctimas y sus familias. A 

nivel mundial, alrededor de 2,9 millones de trabajadores mueren• cada año 

debido a accidentes y enfermedades profesionales, y al menos 402 millones 

de personas sufren lesiones profesionales no mortales".-(Organización 

Internacional del Trabajo, Ginebra: OIT, 2022).  

 

Frente a este contexto, la 110° Conferencia. Internacional del Trabajo (junio de 2022) adoptó una 

decisión de especial relevancia al elevar el derecho a un entorno de trabajo seguro y saludable a la 

categoría de Principio y Derecho Fundamental en el Trabajo. En consecuencia, el Convenio sobre 

seguridad y salud de los trabajadores, 1981 (núm. 155) y el Convenio sobre el marco promocional para 

la seguridad y salud en el trabajo, 2006 (núm.187) fueron incorporados al conjunto de convenios 

fundamentales de la OIT. Esta determinación implica que todos los Estados Miembros, incluida 

Colombia, deben promover el diálogo social tripartito para definir y aplicar los mecanismos necesarios 

que permitan hacer efectivo este derecho.  

 

4.3. AVANCES NORMATIVOS EN COLOMBIA 

 

El país ha registrado progresos significativos en la consolidación de este concepto. Un referente 

central es la Ley 1562 de 2012, "por la cual se modifica el Sistema de Riesgos Laborales y se dictan 

otras disposiciones en materia de Salud Ocupacional, cuyo artículo 1 dispone:  

 

"...aquella disciplina que trata de la prevención de las lesiones y enfermedades causadas por las 

condiciones de trabajo, y de la protección y promoción de la salud de los trabajadores. Tiene por objeto 

mejorar las condiciones y el medio ambiente de trabajo, así como la salud en el trabajo, que conlleva la 

promoción y el mantenimiento del bienestar físico, mental y social de los trabajadores en todas las 

ocupaciones”.,  

 

Esta definición demuestra que el ordenamiento jurídico nacional incorpora elementos esenciales de la 

seguridad y salud en el trabajo. Sin embargo, resulta necesario ampliar su alcance y fortalecer su 

 
 
 
 
 
 

 

implementación para atender de manera integral las necesidades del conjunto de trabajadores del 

país. La ratificación del Convenio núm. 187 permitiría avanzar de forma estructural en este propósito, 

al proporcionar un marco normativo robusto que contribuya a superar vacíos existentes y a consolidar 

un sistema preventivo eficaz.  

 

V. MARCO INTERNACIONAL DEL INSTRUMENTO SOMETIDO A APROBACIÓN 

 

a. Concepto de “Convenio - Tratado” 

 
De acuerdo a lo establecido en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (1969) 

incorporada en el ordenamiento jurídico colombiano a través de la Ley 32 de 1985), que constituye la 

fuente primaria de derecho internacional en esta materia. Su artículo 2.1(a) define tratado como: 

"Un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el derecho 

internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y 

cualquiera que sea su denominación particular." 

b. Antecedentes  sobre el “Convenio sobre el marco promocional para la seguridad y 

salud en el trabajo, 2006 (núm. 187)” Adoptado en la 95ª reunión de la Conferencia 

Internacional del Trabajo, el 15 de junio de 2006, en Ginebra, Suiza 

 

Colombia es miembro fundador de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), habiendo hecho 

parte de ella desde el año 1919, año en que se creó la organización. 

 
Las normas internacionales de trabajo constituyen, desde la creación de la Organización Internacional 

del Trabajo (OIT) en 1919, el principal mecanismo de acción normativa de esta organización. Estas 

normas se adoptan en forma de convenios o recomendaciones, cuya elaboración corresponde a los 

mandatos tripartitos de la OIT a saber: i) gobierno, ii) empleadores y iii) trabajadores, y cuya adopción 

tiene lugar en la conferencia internacional del trabajo. 

 

Los convenios son tratados internacionales que generan obligaciones jurídicas para los Estados 

miembros que los ratifican. En virtud de dicha ratificación, los Estados se comprometen a garantizar el 

cumplimiento de sus disposiciones tanto mediante su incorporación al ordenamiento jurídico interno a 

través de los procedimientos legislativos correspondientes, como en la práctica administrativa y 

judicial. 

 

Los estados que ratifican convenios deben presentar periódicamente informes sobre las medidas 

adoptadas para su implementación, en el marco del sistema del control normativo de la OIT. Asimismo, 

las organizaciones, empleadores y trabajadores pueden formular observaciones ante la OIT respecto 

de la aplicación de los convenios ratificados por sus respectivos países. 

 

 
 
 
 
 
 

 

La relevancia de las normas internacionales del trabajo radica su impacto práctico: por una parte, 

reflejan los estándares alcanzables en un momento histórico determinado, por otra, establecen una 

hoja de ruta hacia el progreso social y económico. Esta finalidad orienta su discusión y adopción en la 

conferencia Internacional del trabajo, en la cual participan representantes gubernamentales, 

empleadores y trabajadores de los estados miembros.  

 

De conformidad con la Constitución de la OIT, todo estado miembro debe someter los convenios 

protocolos y recomendaciones adoptados por la conferencia Internacional del trabajo a la 

consideración de la autoridad competente; en el caso de Colombia, al congreso de la República, con el 

propósito de asegurar su examen para efectos de conferirles fuerza de ley o adoptar las medidas que 

correspondan. Igualmente, los Estados deben comunicar al director general de la OIT las decisiones 

adoptadas respecto de dicho sometimiento, así como a la autoridad competente designada y las 

medidas que ésta adopte.  

 

Estas obligaciones se encuentran previstas en los artículos 19 (5)  (b) y (c), 19 (6)(c) y 23 (2) de la 

Constitución de la Organización mundial del trabajo. 

 

VI. CONVENIENCIA DE LA APROBACIÓN DEL INSTRUMENTO  

 

La ratificación e implementación del Convenio sobre el marco promocional para la seguridad y salud 

en el trabajo, 2006 (núm. 187) resulta altamente conveniente para el Estado colombiano por diversas 

razones de orden jurídico, social y económico. 

 

En primer lugar, el instrumento promueve el desarrollo de una cultura nacional de prevención en 

materia de seguridad y salud en el trabajo, basada en la adopción de políticas, sistemas y programas 

orientados a la mejora continua de las condiciones laborales. 

 

En segundo lugar, contribuye de manera efectiva a la protección de los trabajadores, mediante la 

eliminación de los peligros y riesgos derivados del trabajo o su reducción al mínimo, en la medida en 

que ello sea razonable y factible, conforme a las condiciones y prácticas nacionales.  

 

De esta forma, la ratificación del Convenio fortalece el cumplimiento de la obligación del Estado de 

respetar, promover y hacer realidad el derecho fundamental a un medio ambiente de trabajo seguro y 

saludable, consolidando un enfoque preventivo y estructural en esta materia.  

 

VII.  IMPACTO FISCAL 

 

El artículo 7 de la Ley Orgánica 819 de 2003, indica la necesidad de que cualquier proyecto de ley que 

ordene algún gasto u otorgue beneficios tributarios, sea compatible con el Marco Fiscal de Mediano 

Plazo. Para lo anterior, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, deberá rendir su concepto 
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favorable respecto de la compatibilidad del Proyecto de Ley con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, en 

cualquier tiempo durante el respectivo trámite en el Congreso de la República. Por lo tanto, el análisis 

de impacto fiscal resulta imperioso a todos los proyectos de ley cuyo objeto sea aprobar tratados 

internacionales que prevean beneficios tributarios u ordenen un pago.  

 

El Convenio no se encuentra dentro de ninguno de los preceptos descritos a lo largo del artículo 7° de 

la ley 819 de 2003. El instrumento en cuestión no genera ningún impacto fiscal, toda vez que, con la 

expedición de la ley correspondiente, no se ordena ningún gasto, ni se otorgan beneficios tributarios, 

como tampoco habrá disminución de alguna erogación para la aplicación del instrumento.  

 

Sin embargo, y mediante Oficio 2-2025-079213 de fecha 16 de diciembre de 2025, el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público emitió un análisis de impacto fiscal favorable indicando, que de la ley 

aprobatoria del Tratado no se derivan órdenes de gasto o beneficios tributarios que permitan inferir 

costos fiscales por parte de la ley, de manera que el contenido del Convenio versa sobre obligaciones 

que ya se encuentran incorporadas en términos generales dentro del marco normativo colombiano. El 

Convenio prevé la creación de un mecanismo para la recopilación y análisis de datos relativos, a 

lesiones y enfermedades profesionales, así como el establecimiento de mecanismos de apoyo 

orientados a mejorar progresivamente las condiciones de seguridad y salud en el trabajo (SST) en las 

microempresas, pequeñas y medianas empresas y en la economía informal (artículo 4).  

 

En el ordenamiento jurídico colombiano ya existen disposiciones que desarrollan estos componentes. 

En particular, el Decreto Ley 1295 de 1994 establece en su artículo 57 que el Ministerio de Trabajo 

ejercerá la supervisión, vigilancia y fiscalización de la prevención de riesgos laborales en todas las 

empresas. Asimismo, la Ley 1122 de 2007, en su artículo 44, creó el Sistema Integrado de Información 

de la Protección Social (SISPRO), como herramienta para recopilar y gestionar la información 

relacionada con la protección social, incluidos los riesgos laborales, proporcionando una base sólida 

para el fortalecimiento del análisis estadístico en la materia.  

 

En consecuencia, del examen de las disposiciones contenidas en el Convenio sobre el marco 

promocional para la seguridad y salud en el trabajo, 2006 (núm. 187) no se advierte impacto fiscal, y 

en principio su aprobación no implicaría la ordenación de gastos adicionales ni la disminución de los 

ingresos de la Nación.  

 

En cualquier caso, tratándose de una ley aprobatoria de un instrumento internacional, corresponderá al 

Estado de la República de Colombia dar cumplimiento a los compromisos que se deriven de la 

aprobación del Tratado, a través de sus instituciones y órganos de representación política y bajo el 

amparo de la legislación vigente, que para efectos presupuestales se rige por las leyes orgánicas de  

presupuesto, dentro de un marco de sostenibilidad fiscal, lo previsto en el Plan Nacional de Desarrollo, 

de acuerdo con la disponibilidad de recursos y las prioridades del Gobierno.  

 

 
 
 
 
 
 

 

 

 

VIII.     ANEXO 

  

Se adjunta como anexo la copia fiel y completa de la copia certificada en español del texto del 

Convenio, certificado por el Coordinador del Grupo Interno de Trabajo de Tratados de la Dirección de 

Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, documento que 

corresponde a la versión, en idioma español, publicada en la página web oficial de la Organización de 

Naciones Unidas
4
. 

  

IX.    PROPOSICIÓN 

  

De conformidad con las consideraciones expuestas y en cumplimiento de los requisitos establecidos 

en la ley 5 de 1992, presentamos ponencia favorable y, en consecuencia, solicitamos a los miembros 

de la Comisión Segunda Constitucional Permanente del Senado de la República dar primer debate al 

Proyecto de Ley No.081 de 2026 Senado “Por medio de la cual se aprueba el “Convenio sobre el 

marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo, 2006 (núm. 187)” Adoptado en la 95ª 

reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, el 15 de junio de 2006, en Ginebra, Suiza”, 

aprobando el texto propuesto. 

 

 
 

 

 

ALEJANDRA OMAÑA ORTÍZ 

Senadora de la República 

Pacto Histórico 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

4 https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:312332 
 
 
 
 
 
 

 

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE  

 

PROYECTO DE LEY 081 DE 2026   

 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE APRUEBA EL “CONVENIO SOBRE EL MARCO PROMOCIONAL 

PARA LA SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO, 2006 (NÚM. 187)” ADOPTADO EN LA 95ª 

REUNIÓN DE LA CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO, EL 15 DE JUNIO DE 2006, EN 

GINEBRA, SUIZA.  

 

“El Congreso de Colombia, 

  

DECRETA” 

 

 

ARTÍCULO PRIMERO: Apruébese el "Convenio sobre el marco promocional para la Seguridad y Salud en el 

Trabajo, 2006 (núm. 187)", adoptado. en la 95a reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, el 15 de 

junio de 2006, en Ginebra, Suiza. 

 

ARTÍCULO SEGUNDO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 7a de 1944, el "Convenio 

sobre el marco promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo, 2006 (núm. 187)", adoptado en la 95.a 

reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, el 15 de junio de 2006, en Ginebra, Suiza", que por el 

artículo primero de esta ley se aprueba, obligará a la República de Colombia a partir de la fecha en que se 

perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo 

 

ARTÍCULO TERCERO: La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación. 

 

 

 

 

 

ALEJANDRA OMAÑA ORTÍZ 

Senadora de la República 

Pacto Histórico 
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